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NATURALEZA JURÍDICA DE LA PLUSVALÍA URBANA EN COLOMBIA1 
 
LEGAL NATURE OF THE URBAN PLUSVALÍA IN COLOMBIA 
 




Este artículo de investigación se desarrolla con el objetivo de poder establecer la Naturaleza 
Jurídica de la Plusvalía Urbana en Colombia.  Para tal fin, se hizo necesario analizar los hechos 
históricos más característicos que permitieron conocer las bases conceptuales que dieron origen al 
desarrollo de la misma; también, se precisó su definición desde la perspectiva de diferentes 
doctrinas y se abordó además dentro del marco jurídico-legal colombiano, el cual permitió situar 
a la Plusvalía como un instrumento de financiación que contribuye al desarrollo físico de las 
entidades territoriales en ejercicio de su autonomía urbanística y fiscal consagrada en la 
Constitución. Por último, se definieron los conceptos sobre impuesto, tasa y contribución 
fundamentados en la jurisprudencia y se estableció la diferencia entre estos. Por todo lo anterior, 
se logró elaborar una hipótesis que fundamenta el origen jurídico de la contribución, el cual fue el 
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This research article develops with the aim of establish the Legal Nature of Urban Capital 
Gains in Colombia. For this purpose, it was necessary to analyze the most characteristic historical 
facts that allowed us to know the conceptual bases that gave rise to the development of the same; 
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also, it’s definition was specified from the perspective of different doctrines and was also 
addressed within the Colombian juridical-legal framework, which allowed to place the Capital 
Gains as a financing instrument that contributes to the physical development of territorial entities 
in the exercise of their autonomy city plan and tax related enshrined in the Constitution. Finally, 
the concepts of tax, rate and contribution substantiated on jurisprudence and established the 
difference between these. For all the above, it was possible to elaborate a theory based the legal 









Una de las dificultades que se encuentran al abordar el tema objeto de estudio, es que se 
tiende a pensar de manera confusa e indistinta la plusvalía, sin tener una mediana claridad de, si 
se trata de una tasa, un impuesto, contribución u otro tipo de obligación urbanística; por tal razón, 
la apuesta esencial de esta investigación es revisar los antecedentes, la doctrina, el marco legal y 
el desarrollo jurídico que ha tenido la plusvalía urbana como instrumento de financiación para 
poder finalmente explicar la naturaleza jurídica de esta. 
 
Así las cosas, después de realizar un breve recorrido histórico internacional y local acerca 
de la aplicación del concepto de plusvalía, se hace necesario continuar con la aproximación  al 
marco legal Colombiano, que define su estructura desde la  promulgación de la Ley 9 de 1989  
conocida como Ley de Reforma Urbana, con la cual se implementó la Contribución de Desarrollo 
Municipal hoy denominada Plusvalía, que para ese entonces tenía un carácter  de Contribución 
nacional, pero se cedía a favor del municipio en el cual estuviese localizado el predio beneficiado. 
 
Posteriormente con la expedición de la Constitución Política de Colombia de 1991, el 
carácter nacional de la contribución deviene en inconstitucional y se faculta únicamente a los 
municipios para gravar la propiedad inmueble. 
 Seis años después, el Congreso de la República profiere la Ley 388 de 1997 llamada Ley 
de Desarrollo Territorial,  que tuvo como objetivos armonizar y actualizar lo dispuesto en la Ley 
9 de 1989 y la Constitución Política de 1991, además de establecer los mecanismos que permitieron 
a los municipios ejercer su autonomía en materia urbanística, los cuales se materializarían a través 
de la formulación de los Planes de Ordenamiento Territorial. 
 
En cumplimiento de dicha disposición se establecieron instrumentos de carácter 
administrativo, financiero y de gestión, con los cuales los municipios podrían garantizar la 
operatividad de su Plan de Ordenamiento Territorial, estos mecanismos propenderían a la creación 
colectiva de ciudad entre el Estado y los particulares.  
 
Es así, como dentro de los instrumentos de financiación, se encuentra la categoría 
conceptual que enmarca la plusvalía la cual es el eje fundamental del presente artículo. 
 
Dicho lo anterior, la estructura metodológica del presente trabajo investigativo se 
desarrollará en cuatro capítulos, teniendo como propósito principal identificar la naturaleza 
jurídica de la plusvalía, para lo cual se iniciará  en el capítulo primero,  ilustrando brevemente los 
antecedentes históricos más representativos que han enmarcado los orígenes de la contribución de 
mejoras, hoy por hoy denominada plusvalía,  los cuales le permitirán al lector, conocer el marco 
legal e histórico tanto en el ámbito internacional como en el nacional. 
 
Enseguida se expondrán en el capítulo segundo diferentes visiones de la doctrina respecto 
de la definición de Plusvalía, enrutando al lector hacía una postura propia del instrumento objeto 
del presente documento. 
 
Posteriormente, en el capítulo tercero se abordará el desarrollo  jurídico-Legal de la 
plusvalía en Colombia, información que permitirá un conocimiento normativo de la figura, en aras 
de dar claridad conceptual, para  consecutivamente abordar el capítulo cuarto, en el cual, se 
señalarán las diferencias entre impuesto, tasa y contribución. 
 
La pertinencia de la plusvalía es fundamental como instrumento de financiación que aporta 
de manera integral al desarrollo territorial, por tal razón, el principal impacto que se pretende al 
finalizar el artículo es identificar la naturaleza jurídica de la  plusvalía urbana en Colombia, de tal 
forma que se logre conocer esta obligación que afecta de manera directa a la propiedad privada 
enmarcada desde los principios de la función social y ecológica de la propiedad y la prevalencia 
del interés general sobre el particular. 
 
Al final, la articulación entre las causas del origen  de la contribución de desarrollo 
municipal   y los conceptos actuales de la plusvalía urbana y su aplicabilidad en la financiación 
del desarrollo territorial, permitirán establecer un criterio claro que en alguna medida, pueda 
aportar a la desmitificación de la Plusvalía, acercándola más a la colectividad en procura de una 
equitativa distribución de responsabilidades y reciprocidad en la partición de beneficios. 
 
Problema de Investigación 
 




La presente propuesta investigativa, se abordará a la luz del método descriptivo- 
explicativo, por esta razón, se realizará un análisis documental, partiendo del estudio de los 
antecedentes históricos de la plusvalía, la definición de la misma por diferentes doctrinantes y su 
marco legal colombiano, además se consultará jurisprudencia y doctrina referente al tema de 
investigación, de tal manera que se logre establecer  en primera instancia los antecedentes, 
significancia y aplicación de la plusvalía y en este mismo sentido, se pretende conocer qué 
desarrollo jurídico ha presentado la plusvalía en Colombia y  a su vez, señalar la diferencia entre 
impuesto, tasa y contribución, habida cuenta que todo lo anterior permita definir la naturaleza 
jurídica de esta obligación urbanística a partir del presente estudio. 
  
Esquema de Resolución del Problema Jurídico 
 
Este proyecto de investigación se encuentra estructurado en el desarrollo de cuatro 
capítulos, los cuales se plasmarán de la siguiente manera,  el capítulo primero planteará los  
antecedentes históricos más representativos de la plusvalía, el capítulo segundo expondrá los 
diferentes conceptos  de la plusvalía desde la doctrina,  el capítulo tercero abordará el desarrollo  
jurídico-Legal de la plusvalía en Colombia,  y  por último el capítulo cuarto  señalará las diferencias 
entre impuesto, tasa y contribución, finalizando con los resultados de la investigación y las 
conclusiones. 
 
Plan de Redacción 
 
Capítulo I - Antecedentes 
 
Para comprender sobre la Plusvalía Urbana en Colombia, la cual ha sido  uno de los 
instrumentos de financiación para el desarrollo del suelo más aplicado en la actualidad por nuestro 
país, es preciso conocer los hechos históricos de mayor relevancia que se antepusieron a la 
aplicación de la misma, que hoy hace parte integral de los procesos de reglamentación y ordenación 
del territorio dados en Colombia. 
 
Dicho lo anterior, es necesario enmarcar la aparición del primer concepto referido a la 
Plusvalía o Plusvalor, a mediados del siglo XIX, el cual fue planteado por el filósofo y economista 
Alemán Karl Heinrich Marx, en su obra el Capital.   Con base en lo expuesto por Marx, la plusvalía 
radicaba en la diferencia entre el valor adicional producido por el trabajador con respecto al salario 
real que recibe por parte de su empleador, conllevando este hecho al enriquecimiento del 
empleador producto de la apropiación de esta diferencia la cual fue producida por el empleado.  
 
Hacia el año de 1898, nace la Plusvalía como impuesto especial establecido en Alemania, 
Colonia de Kiautschou. Esta implementación desde la perspectiva del autor (Sau Marti, 1999-
2000) de la tesis de posgrado denominada Los 81 años de vigencia del Impuesto sobre incrementos 
del valor de los terrenos de Naturaleza Urbana, establece que: 
 …fue debido al gran aumento de valor que adquirían los terrenos como consecuencia de 
las actividades de carácter local y en cuanto por las de carácter general y se dispuso que a 
favor del gobierno se quedase una participación sobre los incrementos de valor no ganados 
por el propietario de los terrenos”… “El  impuesto se extendió a otros territorios del 
Imperio Alemán.  Así en 1910, más de 650 municipios utilizaban el impuesto municipal 
sobre el incremento de valor de los terrenos.  En 1920 se configuró como un Impuesto 
Imperial, con la particularidad de tener que ceder parte de la recaudación a los distintos 
municipios.  
 
Con posterioridad este impuesto sobre plusvalías inmobiliarias se instituyó paulatinamente 
en países como Dinamarca en el año 1903, Francia en el año 1907 implementándose hasta el año 
1920, Inglaterra en el año 1910, España en el año 1917 implementándose en el año de 1919 e Italia 
en el año de 1931. Durante este lapso de tiempo, el impuesto se determinó en algunos países con 
aplicación a nivel nacional, con un porcentaje de participación para el ente territorial, mientras que 
en otros la aplicación del mismo se dio de escala municipal.  
 
Al final de este período y con la incorporación de nuevos países europeos a esta tendencia, 
la experiencia ya vivida por los precursores de plusvalía inmobiliaria en Europa,  les permitió 
producto de la experiencia aplicar con mayor objetividad el gravámen a escala netamente local. 
 
Las estrategias implementadas por los países europeos para la recuperación de la plusvalía 
debido al incremento del valor de los predios producto de la intervención de políticas propias del 
estado y con posterioridad de los entes territoriales, no se dieron única y exclusivamente en el 
continente Europeo.  Los países latinoamericanos también vivieron su génesis en el siglo XIX con 
la llamada contribución de mejoras, la cual correspondía al cargo impuesto a los propietarios de 
los predios que serían beneficiados con una mejora pública o de servicios establecida por el ente 
territorial. (Smolka, 2013) 
 
Si bien la plusvalía y su antecedente fiscal en Colombia, tuvo su origen hacia la misma 
época de gran apogeo en Latinoamérica, difirió en su denominación, la cual para nuestro país se 
acentuó dentro del contexto de la contribución por desarrollo municipal. Posteriormente, como lo 
cita (Barreto Cruz, 2011), en su artículo titulado La Plusvalía como Contribución Especial con 
Fines Urbanísticos, precisa que:  
 …en el caso colombiano se estableció desde 1921 como un tributo destinado a la 
financiación de obras públicas (Barreto Cruz, 2011).   
 
Profundizando además, dentro del marco legal colombiano, la plusvalía tiene como 
fundamento estructural dos leyes, la primera: 
 
…se encuentra caracterizada por la Ley 48 de 1968 como una contribución limitada al 
costo de la inversión realizada por la Nación, los departamentos, los municipios, el Distrito 
Especial de Bogotá o cualquier otra entidad de derecho público que realice obras que 
proporcionen beneficios a la propiedad inmueble, sin perjuicio que se cobre un porcentaje 
adicional establecido por la ley para imprevistos y gastos de funcionamiento.  La segunda, 
por su parte, fue creada por la Ley 9.a de 1989 o Ley de Reforma Urbana, como un 
mecanismo de recuperación para la sociedad de la plusvalía generada sobre el suelo urbano 
por el proceso de crecimiento de las ciudades, para permitirle al Estado la ejecución de 
planes de vivienda orientados a atender las necesidades de las clases menos favorecidas. 
Se trataba de un tributo nacional con destinación específica que se liquidaba sobre el mayor 
valor que adquirían los predios producto de la normativa urbanística. A pesar de los 
propósitos que la inspiraban, esta figura tuvo problemas operativos debido a la 
desactualización de los catastros municipales y devino inconstitucional en 1991 en virtud 
de que el artículo 317 superior dispuso que solamente los municipios podrán gravar la 
propiedad inmueble (Congreso de Colombia, 1989, pág. 3)   
 
Ahora bien, al abordar jerárquicamente la normatividad sobre la materia objeto de estudio, 
es necesario precisar que además la plusvalía en Colombia tiene su sustento constitucional 
consagrado en la Carta Magna de (Constitución Política, 1991) en su Título II Capítulo 3 
Artículo 82,  el cual establece:  Las entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su 
acción urbanística y regularán la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del 
interés común. 
 
Así mismo, en su Título XI, Capitulo 3, Artículo 317, traslada la competencia de esta 
contribución indicando que: Sólo los municipios podrán gravar la propiedad inmueble. Lo anterior 
no obsta para que otras entidades impongan contribución de valorización.  
En esta instancia de la investigación, se puede observar que la plusvalía en Colombia, como 
herramienta del desarrollo territorial fue mudando su aplicación, en el sentido que, inicialmente 
fue concebida como una contribución para el desarrollo municipal, posteriormente, se trató de un 
tributo nacional que consistía en liquidar el mayor valor que adquirían los predios, derivado del 
cambio de norma urbanística y finalmente desde 1991 resultó inconstitucional como tributo 
nacional y se estableció que solo los municipios tenían la facultan de gravar la propiedad inmueble.  
 
En este mismo orden, dentro del marco normativo del ordenamiento territorial 
Colombiano, más adelante, hacia el año 1997 nace a través de la ley 388, ley de desarrollo 
territorial, la obligación de los 1.080 municipios de nuestro país de formular los Planes de 
Ordenamiento Territorial al cabo de 18 meses, es decir, en junio de 1999, los cuales tenían como 
fin constituirse en las cartas de navegación de los Municipios, definidos por el Artículo 9 de la 
(Ley 388, 1997)Ley 388 de 1997 como: 
 
…el instrumento básico para desarrollar el proceso de ordenamiento del territorio 
municipal. Se define como el conjunto de objetivos, directrices, políticas, estrategias, 
metas, programas, actuaciones y normas adoptadas para orientar y administrar el desarrollo 
físico del territorio y la utilización del suelo. 
 
A partir de la creación de los POT´s como cartas de navegación de las entidades 
territoriales, la (Ley 388, 1997) trajo consigo diferentes herramientas, que contribuirían a los 
municipios al desarrollo físico de su territorio, dentro las cuales encontramos  los instrumentos de 
financiación, categoría conceptual que enmarca la plusvalía la cual es el eje fundamental de esta 
investigación. 
 
Capítulo II – Plusvalía: Doctrina 
Al adentrarse en  el estudio de la plusvalía es necesario y pertinente conocer las diversas 
visiones o definiciones, en la doctrina existente en las diferentes  fuentes de búsqueda, en este 
sentido, se precisan las siguientes interpretaciones: 
 
En el capítulo anteriormente desarrollado se abordó la plusvalía desde la teoría marxista, 
concebida como: 
 
…la plusvalía consiste en el valor que el obrero que percibe un salario por su labor genera 
por encima del dinero que representa su esfuerzo laboral. Dicho valor, que podría definirse 
como trabajo no pagado al obrero, queda en poder del capitalista, quien ve en la plusvalía 
la base de la acumulación monetaria. (Perez Porto, J. & Gardey, A., 2009-2013) 
 
Igualmente, se encontró una definición pura y simple de la Plusvalía, proveniente del 
diccionario de la Real Academia Española (RAE):  se refiere a la plusvalía como el aumento del 
valor de un objeto o cosa por motivos extrínsecos a ellos. 
 
En  igual sentido, expone la autora (Barreto Cruz, 2011) , Abogada e investigadora del 
centro de estudios fiscales de la Universidad Externado de Colombia, en el artículo la plusvalía 
como contribución especial con fines urbanísticos, la siguiente definición: 
 
…Contribución especial de carácter territorial que grava a los propietarios o poseedores de 
predios que se beneficien por el mayor valor que generen las acciones urbanísticas 
municipales y distritales, dirigida a financiar el desarrollo urbano de los respectivos 
territorios. 
 
Así mismo, (Maldonado Copello, 2002), Abogada con maestría en urbanismo y doctorado 
en saber y prácticas del Urbanismo de la Universidad de París XII Valle de Marne, nos indica en 
su artículo elementos básicos para la aplicación de la participación en plusvalía que, esta: 
 
…es concebida como un instrumento de regulación del mercado que se articula claramente 
a los instrumentos de gestión del suelo y como un derecho de la colectividad a participar 
en los incrementos de los precios de la tierra derivados de la acción del Estado, al mismo 
tiempo que presenta sin lugar a dudas características propias de los tributos ((Maldonado 
Copello, 2002). 
 
También es preciso traer a colación el concepto emitido por (Parra Ortiz, 2007), en su 
artículo Plusvalía en Colombia 10 años, teoría y realidad, quien a su vez toma la definición de 
(Larousse), para establecer que: 
 
…La plusvalía está definida etimológicamente como el “aumento del valor de un bien 
mueble o inmueble, por razones distintas al trabajo o a la actividad productiva de su 
propietario o poseedor”. Esta definición remite al principio ético esencial que legitima la 
participación en la plusvalía para la colectividad, en la medida en que se trata de 
incrementos en los precios de la tierra que no se derivan del esfuerzo o trabajo de su 
propietario, sino de decisiones o actuaciones de ordenamiento territorial o de inversiones 
públicas adoptadas o ejecutadas en nombre del interés general. El aumento de los precios 
de suelo, resaltando que se trata exclusivamente del suelo, es un beneficio privado que 
surge de un proceso colectivo, como es la urbanización. Los propietarios de los terrenos de 
la ciudad o de sus alrededores ven crecer su patrimonio, a veces de manera muy apreciable, 
a costa del esfuerzo global de la sociedad, sin que ellos desempeñen un papel activo en esta 
elevación de precios. 
Lo equitativo es que el Estado, en representación de los intereses colectivos, rescate ese 
beneficio para ponerlo al servicio de la comunidad, como bien lo ha entendido y 
formalizado el ordenamiento jurídico colombiano… Parra Ortiz, 2007, pag. 35. 
 
Hasta este punto, se evidencia una marcada distinción en lo que respecta al concepto 
propiamente dicho de plusvalía o más comúnmente conocido como efecto plusvalía y la 
participación en plusvalía. Es importante por lo anterior,  hacer claridad y entender que la plusvalía 
o el efecto plusvalía consiste en el incremento del valor de la tierra que se deriva de una actuación 
administrativa municipal que genera para su propietario un beneficio que se materializa en un 
mejor aprovechamiento del suelo y la participación en Plusvalía se consolida como un derecho de 
carácter colectivo, que le da al Estado representado en el municipio, la facultad de imponerla, 
como consecuencia de una acción que incrementa el valor del suelo o mejora su aprovechamiento. 
 
Dicho esto, en Colombia se ha presentado la plusvalía urbana como un gravámen sobre la 
propiedad privada, cuya aplicabilidad se da en el escenario municipal, distrital y metropolitano.  
 
Ahora bien, haciendo un pequeño recuento de lo hasta aquí avanzado, se logra demostrar 
cómo la plusvalía es un mecanismo que remonta sus inicios hacía el siglo XIX, que ha sido de gran 
utilidad a lo largo de la historia para el desarrollo de los territorios, así mismo, se observa cómo 
fue implementada en Colombia en el año 1921, concebida como un tributo para el financiamiento 
de obras públicas y desde ese entonces se ha fortalecido como un instrumento de financiación en 
procura del progreso urbanístico de las regiones, que aún se vislumbra tímidamente en los 
municipios, ya por desconocimiento o por falta de cultura urbanística, pues su naturaleza 
impositiva nubla  la finalidad que es el reparto equitativo de las cargas y beneficios. 
Es preciso entonces, continuar con un recorrido por el proceso jurídico legal mediante el 
cual ha evolucionado el mecanismo de la participación en plusvalía en Colombia. 
 
Capítulo III – Desarrollo  jurídico-Legal de la plusvalía en Colombia  
 
La plusvalía llamada para ese entonces como contribución de desarrollo Municipal, se 
estableció en  Colombia desde la (Ley 9, 1989) conocida como Ley de reforma Urbana, con la cual 
se reglamentó la importancia de la contribución de los propietarios o poseedores de los inmuebles 
urbanos o suburbanos, en donde cuyo terreno adquiere un mayor valor producto del esfuerzo 
estatal, para que como consecuencia, estos contribuyan económicamente al Desarrollo Municipal.  
 
Por lo anterior es pertinente, traer a colación los artículos de la Ley 9 mediante los cuales 
se le dio un cuerpo normativo a la Contribución, los que permitirán una visión holística y 
sistemática del avance legal de la Plusvalía: 
 
Artículo 106. Establéese la Contribución de Desarrollo Municipal a cargo de los 
propietarios o poseedores de aquellos predios o inmuebles urbanos o sub-urbanos, cuyo 
terreno adquiera una plusvalía como consecuencia del esfuerzo social o estatal. Dicha 
contribución tiene carácter nacional, pero se cede en favor del municipio en el cual esté 
ubicada la totalidad o la mayor parte del inmueble…  
 
La contribución de desarrollo municipal será obligatoria para todos los municipios con más 
de 100.000 habitantes, pero en los municipios con menor número de habitantes, los 
Concejos Municipales podrán autorizarla en concordancia con lo dispuesto en este 
estatuto… 
 
 Articulo 107. El beneficio generador de la Contribución de Desarrollo Municipal podrá 
ocasionarse por uno o varios de los siguientes hechos o autorizaciones que afecten al 
predio:  
 
a) El cambio de destinación del inmueble;  
b) El cambio de uso del suelo;  
c) El aumento de densidad habitacional, área construida o proporción ocupada del predio.  
d) Inclusión dentro del perímetro urbano o el de los servicios públicos.  
e) Obras públicas de beneficio general cuando así lo determinen los respectivos consejos 
municipales.  
   
Artículo 108. La Contribución de Desarrollo Municipal se liquidará y cobrará en la otra 
oportunidad en que el propietario o poseedor capte el beneficio de un mayor valor real del 
inmueble, bien sea por transferencia del dominio, gravamen hipotecario, mutación física o 
los demás susceptibles de inscripción en el registro de instrumentos públicos y por la 
celebración de nuevos contratos de arrendamiento… 
 
Artículo 111. El producto de la Contribución de Desarrollo Municipal sólo podrá ser 
utilizado para los siguientes propósitos:  
 
a) Compra de predios o inmuebles o financiación necesaria para la ejecución de planes y 
programas municipales de vivienda de interés social;  
b) Ejecución de obras de desarrollo municipal, adecuación de asentamientos urbanos 
subnormales, parques y áreas recreativas y expansión de los servicios públicos y sociales 
municipales, y  
c) Suscripción de bonos o títulos emitidos para la financiación municipal o de vivienda, de 
los que trata el artículo 121… 
 
De igual manera, la (Constitución Política, 1991), define la importancia de las acciones 
urbanísticas generadas por las entidades territoriales para la regularización del suelo, la 
conservación del espacio público y el autodesarrollo del mismo. Es así, que en el Titulo II, capítulo 
3, en su Artículo 82 establece que:  
 
Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su 
destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular.  
 
Las entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su acción urbanística y 
regularán la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés común. 
 
No obstante, La carta Magna, constituyó la importancia de la autonomía territorial de las 
entidades municipales dirigida a la imposición y manejo de esta contribución. Sobre lo anterior, 
en su Título XI, Capitulo 3 y su Título XII  Capitulo 1, hace puntual importancia en su articulado 
indicando respectivamente lo siguiente: 
 
Artículo 317. Sólo los municipios podrán gravar la propiedad inmueble. Lo anterior no 
obsta para que otras entidades impongan contribución de valorización.  
 
La ley destinará un porcentaje de estos tributos, que no podrá exceder del promedio de las 
sobretasas existentes, a las entidades encargadas del manejo y conservación del ambiente 
y de los recursos naturales renovables, de acuerdo con los planes de desarrollo de los 
municipios del área de su jurisdicción.  
 
Artículo 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y 
los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o 
parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos 
activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los impuestos.  
 
La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa de 
las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos 
de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero 
el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto, 
deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos.  
 
Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base sea el 
resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, no pueden aplicarse sino a 
partir del período que comience después de iniciar la vigencia de la respectiva ley, 
ordenanza o acuerdo. 
   
En igual sentido, con posterioridad a la promulgación de la Constitución política de 
Colombia de 1991, la ley de Desarrollo Territorial, (Ley 388, 1997) complementa la concepción 
de la plusvalía incorporándola dentro de la estructura de los Planes de Ordenamiento Territorial 
como un instrumento de financiación del desarrollo urbano y precisa su relevancia en la 
implementación de los principios orientadores de la propiedad privada, fundamentado en la 
función social y ecológica de la propiedad, la prevalencia del interés general sobre el particular y 
el reparto equitativo de cargas y beneficios. 
 
Esta aseveración, se sustenta en el Capítulo III, Artículo 13, referente al Componente 
Urbano de los planes de ordenamiento Territorial, el cual señala en el Numeral 10, lo siguiente: 
 
La definición de los procedimientos e instrumentos de gestión y actuación urbanística 
requeridos para la administración y ejecución de las políticas y decisiones adoptadas, así como de 
los criterios generales para su conveniente aplicación, de acuerdo con lo que se establece en la 
presente ley, incluida la adopción de los instrumentos para financiar el desarrollo urbano, tales 
como la participación municipal o distrital en la plusvalía, la emisión de títulos de derechos 
adicionales de construcción y desarrollo y los demás contemplados en la Ley 9º de 1989. 
 
Por lo anterior, se puede determinar que la Plusvalía es concebida en función del desarrollo 
físico de las entidades territoriales, ya que su naturaleza es ser instrumento de financiación del 
suelo, siendo además su implementación esencial en los diferentes escenarios a escala territorial, 
los cuales se encuentran enmarcados dentro del ámbito de los planes parciales, las unidades de 
actuación urbanística y los Macroproyectos Urbanos, conceptos Urbanísticos que no serán objeto 
de estudio en el presente artículo. 
 
Así pues, la Noción de la cual habla la (Ley 388, 1997) en su Capítulo IX, Artículo 73, 
referida a la participación en Plusvalía, se fundamenta en el artículo 82 de la (Constitución Política, 
1991), en donde define: 
 
…las acciones urbanísticas que regulan la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano 
incrementando su aprovechamiento, generan beneficios que dan derecho a las entidades 
públicas a participar en las plusvalías resultantes de dichas acciones. Esta participación se 
destinará a la defensa y fomento del interés común a través de acciones y operaciones 
encaminadas a distribuir y sufragar equitativamente los costos del desarrollo urbano, así 
como al mejoramiento del espacio público y, en general, de la calidad urbanística del 
territorio municipal o distrital.  
 
Los concejos municipales y distritales establecerán mediante acuerdos de carácter general, 
las normas para la aplicación de la participación en la plusvalía en sus respectivos 
territorios. 
 
En síntesis, la Plusvalía es un derecho de la entidad territorial tanto Municipal como 
Distrital de participar en el incremento de valor de un inmueble producto de sus decisiones 
administrativas, sustentadas en los planes de ordenamiento territorial y constituidas en 3 hechos 
generadores de suma importancia para  la propiedad privada, los cuales tienen su sustento en el: 
 
Artículo 74. Hechos generadores. Constituyen hechos generadores de la participación en 
la plusvalía de que trata el artículo anterior, las decisiones administrativas que configuran 
acciones urbanísticas según lo establecido en el artículo 8º de esta ley, y que autorizan 
específicamente ya sea a destinar el inmueble a un uso más rentable, o bien incrementar el 
aprovechamiento del suelo permitiendo una mayor área edificada, de acuerdo con lo que 
se estatuya formalmente en el respectivo Plan de Ordenamiento o en los instrumentos que 
lo desarrollen. Son hechos generadores los siguientes:  
   
1. La incorporación de suelo rural a suelo de expansión urbana o la consideración de parte 
del suelo rural como suburbano.  
   
2. El establecimiento o modificación del régimen o la zonificación de usos del suelo.  
   
3. La autorización de un mayor aprovechamiento del suelo en edificación, bien sea 
elevando el índice de ocupación o el índice de construcción, o ambos a la vez.  
   
En el mismo plan de ordenamiento territorial o en los instrumentos que lo desarrollen, se 
especificarán y delimitarán las zonas o subzonas beneficiarias de una o varias de las 
acciones urbanísticas contempladas en este artículo, las cuales serán tenidas en cuenta, sea 
en conjunto o cada una por separado, para determinar el efecto de la plusvalía o los 
derechos adicionales de construcción y desarrollo, cuando fuere del caso.  
 
Al hacer efectivas las actuaciones urbanísticas sobre los predios, se genera el llamado 
Efecto Plusvalía, siendo este el resultado de la implementación de uno o más hechos generadores 
sobre el territorio y cuyos procedimientos para su determinación se encuentran establecidos por la 
ley en los Artículos 75, 76 y 77.  Por consiguiente, la participación en Plusvalía corresponde al 
monto de participación que se le otorgará a las entidades territoriales, la cual por iniciativa del 
Alcalde, será establecida por los concejos municipales o distritales dentro de un rango que puede 
oscilar entre el treinta (30%) y el cincuenta (50%) del mayor valor del metro cuadrado del predio. 
 
Así mismo, la exigibilidad y cobro de la participación en plusvalía a los propietarios de los 
bienes inmuebles, se fundamenta en su Artículo 83 y se hace efectiva en las siguientes cuatro 
consideraciones:  
 
1. Solicitud de licencia de urbanización o construcción, según sea el caso, aplicable para el 
cobro de la participación en la plusvalía generada por cualquiera de los hechos generadores 
de que trata el artículo 74 de la Ley 388 de 1997.   
 
2. Cambio efectivo de uso del inmueble, aplicable para el cobro de la participación en la 
plusvalía generada por la modificación del régimen o zonificación del suelo.   
 
 3. Actos que impliquen transferencia del dominio sobre el inmueble, aplicable al cobro de 
la participación en la plusvalía de que tratan los numerales 1 y 3 del referido artículo 74.   
  
4. Adquisición de títulos valores representativos de los derechos adicionales de 
construcción y desarrollo, en los términos que se establece en el artículo 88 y siguientes de 
la presente Ley. 
 
Igualmente, en el Artículo 84, la ley contempla para el propietario diversas formas de pago 
de la participación en la plusvalía, que son:  
1. En dinero efectivo.  
   
2. Transfiriendo a la entidad territorial o a una de sus entidades descentralizadas, una 
porción del predio objeto de la misma, del valor equivalente a su monto. Esta forma sólo 
será procedente si el propietario o poseedor llega a un acuerdo con la administración sobre 
la parte del predio que será objeto de la transferencia, para lo cual la administración tendrá 
en cuenta el avalúo que hará practicar por expertos contratados para tal efecto.  
   
Las áreas transferidas se destinarán a fines urbanísticos, directamente o mediante la 
realización de programas o proyectos en asociación con el mismo propietario o con otros.  
   
3. El pago mediante la transferencia de una porción del terreno podrá canjearse por terrenos 
localizados en otras zonas de área urbana, haciendo los cálculos de equivalencia de valores 
correspondientes.  
   
4. Reconociendo formalmente a la entidad territorial o a una de sus entidades 
descentralizadas un valor accionario o un interés social equivalente a la participación, a fin 
de que la entidad pública adelante conjuntamente con el propietario o poseedor un 
programa o proyecto de construcción o urbanización determinado sobre el predio 
respectivo.  
   
5. Mediante la ejecución de obras de infraestructura vial, de servicios públicos, 
domiciliarios, áreas de recreación y equipamientos sociales, para la adecuación de 
asentamientos urbanos en áreas de desarrollo incompleto o inadecuado, cuya inversión sea 
equivalente al monto de la plusvalía, previo acuerdo con la administración municipal o 
distrital acerca de los términos de ejecución y equivalencia de las obras proyectadas.  
   
6. Mediante la adquisición anticipada de títulos valores representativos de la participación 
en la plusvalía liquidada, en los términos previstos en el artículo 88 y siguientes.  
 
En los eventos de que tratan los numerales 2 y 4 se reconocerá al propietario o poseedor un 
descuento del cinco por ciento (5%) del monto liquidado. En los casos previstos en el 
numeral 6 se aplicará un descuento del diez por ciento (10%) del mismo.  
   
Parágrafo. Las modalidades de pago de que trata este artículo podrán ser utilizadas 
alternativamente o en forma combinada.  
 
También, el Artículo 85. De la Ley de desarrollo territorial, reglamenta la destinación de 
los recursos provenientes de la participación. Para los siguientes propósitos:  
   
1. Compra de predios o inmuebles para desarrollar planes o proyectos de vivienda de interés 
social.  
   
2. Construcción o mejoramiento de infraestructuras viales, de servicios públicos 
domiciliarios, áreas de recreación y equipamientos sociales para la adecuación de 
asentamientos urbanos en condiciones de desarrollo incompleto o inadecuado.  
   
3. Ejecución de proyectos y obras de recreación, parques y zonas verdes y expansión y 
recuperación de los centros y equipamientos que conforman la red del espacio público 
urbano.  
   
4. Financiamiento de infraestructura vial y de sistemas de transporte masivo de interés 
general.  
   
5. Actuaciones urbanísticas en macroproyectos, programas de renovación urbana u otros 
proyectos que se desarrollen a través de unidades de actuación urbanística”.  
   
6. Pago de precio o indemnizaciones por acciones de adquisición voluntaria o expropiación 
de inmuebles, para programas de renovación urbana.  
   
7. Fomento de la creación cultural y al mantenimiento del patrimonio cultural del municipio 
o distrito, mediante la mejora, adecuación o restauración de bienes inmuebles catalogados 
como patrimonio cultural, especialmente en las zonas de las ciudades declaradas como de 
desarrollo incompleto o inadecuado.  
   
Parágrafo. El plan de ordenamiento o los instrumentos que lo desarrollen, definirán las 
prioridades de inversión de los recursos recaudados provenientes de la participación en las 
plusvalías.  
 
Por último, en el orden jerárquico de las normas que desarrollan la participación en 
plusvalía, se encuentra el (Decreto 1788, 2004),  por el cual se reglamentan parcialmente las 
disposiciones referentes a la participación en plusvalía de que trata la Ley 388 de 1997, su 
articulado se desarrolla con el fin de darle alcance a la estimación, cálculo, liquidación  y 
exigibilidad de la plusvalía, contenido que en esta oportunidad  investigativa no reviste relevancia 
y pertinencia. 
 
Capítulo IV – Definición y análisis. Impuesto, tasa y contribución. 
 
La participación en plusvalías es solo uno de los mecanismos existentes para la 
recuperación de las plusvalías urbanas, aunque esta oportunidad académica se centrará únicamente 
en definir su naturaleza jurídica, por cuanto hay algunos autores que la conciben desde una 
perspectiva tributaria o fiscal, por tanto, uno de los objetos principales del artículo en desarrollo 
es estudiar y explicar, si al hablar de plusvalía se está haciendo referencia a un impuesto, a una 
tasa, a una contribución o a algún otro mecanismo de recaudo presupuestal. 
 
A pesar de la doctrina existente en torno a la plusvalía, para la comunidad en general que 
es quien se ve beneficiada o afectada positivamente con la actuación Administrativa de las 
entidades territoriales, de la cual se deriva un favorecimiento que se ve representado en un mayor 
valor de sus predios, es confusa la figura, en tanto que, no hay claridad a cerca de la verdadera 
naturaleza de este instrumento de financiación, así las cosas, se explicará con fundamento en 
algunos apartes jurisprudenciales que servirán de insumo y que permitirán enmarcar la plusvalía 
dentro de alguna de las categorías conceptuales que se expondrán en los siguientes párrafos. 
 
La Corte Constitucional en Sentencia de Constitucionalidad (Sentencia C-545, 1994), 
define lo siguiente: 
Impuesto. El contribuyente está obligado a pagar el impuesto sin recibir ninguna 
contraprestación por parte del Estado. No hay una relación do ut des, es decir, los impuestos 
representan la obligación para el contribuyente de hacer un pago, sin que exista una 
retribución particular por parte del Estado. 
 
Así mismo, la Corte Constitucional en Sentencia de Constitucionalidad (Sentencia C- 927, 2006), 
define las condiciones básicas del impuesto así: 
 
Las condiciones básicas del impuesto son: (i) Tienen una vocación general, lo cual significa 
que se cobran sin distinción a todo ciudadano que realice el hecho generador; (ii) No 
guardan una relación directa e inmediata con un beneficio específico derivado para el 
contribuyente; (iii) En cuanto ingresan a las arcas generales del Estado conforme al 
principio de unidad de caja, éste puede disponer de dichos recursos de acuerdo con lo 
previsto en los planes y presupuestos nacionales; (iv) Su pago no es opcional ni 
discrecional, lo que se traduce en la posibilidad de forzar su cumplimiento a través de la 
jurisdicción coactiva; (v) La capacidad económica del contribuyente es un principio de 
justicia y equidad que debe reflejarse implícitamente en la ley que lo crea, sin que por ello 
pierda su vocación de carácter general. 
 
En tal sentido, la plusvalía no encaja dentro de la categoría de impuesto pues el derecho 
del Estado (representado en el ente territorial) a participar en la plusvalía generada por su acción 
administrativa en materia urbanística no se reduce a este concepto, toda vez que el derecho a 
urbanizar y de construir no es inherente al derecho de propiedad, en otras palabras, por el simple 
hecho de ostentar la calidad de propietario de un inmueble no surge la obligación de realizar un 
pago al Estado, debe darse una actuación administrativa para que surja la obligación a favor del 
Estado que previamente a concedido un beneficio al particular pues por su acción ha incrementado 
el valor de la propiedad inmueble. 
 
Continuando en esta misma línea argumentativa, se procederá a revisar el concepto de tasa, 
según lo expuesto por el máximo tribunal constitucional en la (Sentencia C-545, 1994): 
 
Tasa es el tributo cuya obligación tiene como hecho generador la prestación efectiva y 
potencial de un servicio público individualizado en el contribuyente.  Su producto no debe 
tener un destino ajeno al servicio que contribuye al presupuesto de la obligación. 
 
También, la Corte Constitucional en Sentencia de Constitucionalidad (Sentencia C- 927, 2006), se 
pronunció acerca de las características principales de las tasas: 
 
…Se consideran tasas aquellos gravámenes que cumplan las siguientes características: (i) 
La prestación económica necesariamente tiene que originarse en una imposición legal; (ii) 
La misma nace como recuperación total o parcial de los costos que le representan al Estado, 
directa o indirectamente, prestar una actividad, un bien o servicio público; (iii) La 
retribución pagada por el contribuyente guarda relación directa con los beneficios 
derivados del bien o servicio ofrecido, así lo reconoce el artículo 338 Superior al disponer 
que: “La ley [puede] permitir que las autoridades fijen las tarifas de las [tasas] que cobren 
a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les presten”; (iv) 
Los valores que se establezcan como obligación tributaria excluyen la utilidad que se deriva 
de la utilización de dicho bien o servicio; (v) Aun cuando su pago resulta indispensable 
para garantizar el acceso a actividades de interés público o general, su reconocimiento tan 
sólo se torna obligatorio a partir de la solicitud del contribuyente, por lo que las tasas 
indefectiblemente se tornan forzosas a partir de una actuación directa y referida de manera 
inmediata al obligado; (vi) El pago, por regla general, es proporcional, pero en ciertos casos 
admite criterios distributivos, como por ejemplo, con las tarifas diferenciales… 
 
Siguiendo con el análisis, la plusvalía dista del concepto de tasa, por cuanto su aplicación 
no nace de la prestación de un servicio, pues como se ha reiterado a lo largo de este ejercicio 
académico, la plusvalía se genera de la actuación de los municipio y distritos y beneficia  a 
propietarios de inmuebles que ven incrementado el valor de su patrimonio por dicha acción y 
consecuentemente con esto la Ley reglamenta la destinación específica que tendrán los recursos 
producto del cobro de participación en plusvalía. 
Es así como la sentencia de la Corte Constitucional (Sentencia C-545, 1994) establece las 
siguientes diferencias entre tasa e impuesto: 
 
La tasa se diferencia del impuesto por dos aspectos:  1) En la tasa existe una 
contraprestación, mientras que en el impuesto, por definición, no se está pagando un 
servicio específico o retribuyendo una prestación determinada; y 2) La diferencia radica en 
el carácter voluntario del pago de la tasa y en el carácter obligatorio del pago del tributo. 
 
De otro lado, la Sentencia (Sentencia C-545, 1994), define contribución especial, de la 
siguiente manera: 
 
Contribución Especial, la concibe como un pago por una inversión que beneficia a un grupo 
de personas, como es el caso de la valorización. 
 
También la  Corte Constitucional en Sentencia de Constitucionalidad (Sentencia C- 927, 
2006), expuso las características de la contribución así: 
 
Las contribuciones tienen las siguientes características: (i) Surge de la realización actual o 
potencial de obras públicas o actividades estatales de interés colectivo, en donde 
necesariamente debe existir un beneficio para un individuo o grupo de individuos; (ii) Se 
trata de una prestación que reconoce una inversión estatal, por lo que su producto está 
destinado a su financiación; (iii) La prestación que surge a cargo del contribuyente es 
proporcional al beneficio obtenido, así lo reconoce el artículo 338 Superior al señalar que: 
“La ley [puede] permitir que las autoridades fijen las tarifas de las [contribuciones] que 
cobren a los contribuyentes, como (...) participación en los beneficios que les 
proporcionen”; (iv) El obligado tributario no tiene la opción de negarse a la inversión, por 
el contrario, se encuentra comprometido con su pago a raíz del provecho que le reporta; (v) 
La contribución, por regla general, es progresiva, pues se liquida de acuerdo con el rédito 
obtenido. 
 
En esta instancia, es preciso manifestar con sustento en el análisis realizado, que la plusvalía encaja 
más en lo conceptuado como contribución especial, que en los otros dos conceptos analizados en 
párrafos anteriores, en tanto que, el particular propietario de un inmueble, con ocasión de una 
actuación administrativa, incrementa el valor de su predio y es allí que surge el derecho de la 
colectividad representada por la entidad territorial de participar de ese incremento del patrimonio 




Después de haber analizado la plusvalía a partir del método  descriptivo- explicativo, desde 
los diferentes motores de búsqueda, permitió que con la información recopilada se pudiera trazar  
un recorrido a través de la historia, abordando brevemente la plusvalía desde el territorio Europeo, 
pasando por el latinoamericano y por último profundizando su aplicación en el escenario 
Colombiano, a partir del estudio de las definiciones doctrinales encontradas, del marco jurídico-
legal colombiano,  y así mismo, el análisis de jurisprudencia relacionada con la materia objeto de 
estudio.  
 
Por todo lo anterior, se logró definir una hipótesis clara acerca de la naturaleza jurídica de 
la plusvalía, permitiendo tener una visión menos sesgada de la función real del instrumento de 
financiación para el ordenamiento del territorio, se alcanzó además, a identificar la importancia de 
la participación de propietarios o poseedores de los bienes inmuebles objeto de la participación, 
de manera tal que estos no solo contribuirán con las cargas urbanísticas propias del desarrollo 
municipal o distrital, sino que además gozarán de los beneficios a los que pueden ser sujetos al 




Los antecedentes históricos expuestos de la materia objeto de estudio, permiten establecer 
que la plusvalía en Colombia, fue concebida como instrumento de financiación con el fin de 
contribuir al desarrollo territorial y  fue mudando su aplicación, en el sentido que, inicialmente fue 
concebida como una contribución para el desarrollo municipal, posteriormente, se trató de un 
tributo nacional que consistía en liquidar el mayor valor que adquirían los predios, derivado del 
cambio de norma urbanística y finalmente desde 1991 resultó inconstitucional como tributo 
nacional y se estableció que solo los municipios tenían la facultan de gravar la propiedad inmueble. 
Con posterioridad, la ley 388 de 1997, denominada ley de desarrollo territorial, la reglamentó, 
incorporándola como instrumento de financiación, en los planes de ordenamiento territorial. 
 
Los diversos conceptos doctrinales, permiten aseverar que la plusvalía es una contribución 
urbanística a favor de la colectividad representada por las entidades territoriales, que recae sobre 
los bienes inmuebles que han sido sometidos a decisiones administrativas dentro del ámbito del 
ordenamiento físico del territorio, las cuales propenden a incrementar el valor del suelo, 
ocasionadas por una serie de hechos generadores, cuyo fin es la materialización de los principios 
de la propiedad privada al lograr una distribución equitativa de responsabilidades y beneficios. 
 
El marco jurídico- legal colombiano analizado, permite evidenciar que la naturaleza de la 
Plusvalía tiene su origen en la Ley 9 de 1989, y desde su nacimiento fue pensada como una 
contribución de desarrollo del territorio a nivel municipal, pero se formuló como un tributo de 
carácter nacional que se cedía a favor de las entidades territoriales. Así mismo, se observó que con 
la expedición de la Constitución de 1991 se invistió  a las entidades territoriales de la facultad 
exclusiva de gravar la propiedad inmueble. Consecuentemente la Ley 388 de 1991 incorporó la 
plusvalía como instrumento de financiación  para el tratamiento físico del territorio, la cual debía 
contemplarse dentro de los Planes de Ordenamiento Territorial y sus diferentes escalas de 
desarrollo urbano. 
 
Con sustento en el estudio de las sentencias revisadas, se puede concluir que la plusvalía 
se enmarca en la categoría de contribución especial, por cuanto, el particular propietario de un 
inmueble, con ocasión de una actuación administrativa, incrementa el valor de su predio y es allí 
que surge el derecho de la colectividad representada por la entidad territorial, de participar de ese 
incremento del patrimonio que produjo su acción. 
 
De lo expuesto con anterioridad se puede concluir que una de las razones principales de la 
falencia en la aplicación del instrumento de la plusvalía urbana en los municipios Colombianos, 
se debe a que para la población es concebido como un impuesto más y pocos gobernantes se 
atreven a implementarla porque le genera rechazo de sus gobernados que podía redundar en el peor 
de los escenarios en una revocatoria de mandato y por ende funestas consecuencias para su futuro 
político. 
 
El fortalecimiento fiscal de los entes territoriales en Colombia es fundamental para lograr 
el desarrollo integral del territorio nacional, pues las políticas de ordenamiento territorial requieren 
ser financiadas por la colectividad que se origina entre el Estado y los particulares, de nada sirve 
la motivación que evoca el verso, si la planificación del mismo no se reviste de recursos para su 
ejecución y puesta en marcha. 
 
Se espera con este trabajo investigativo poder aportar a la comunidad académica y a todos 
en general un concepto sobre la plusvalía que permita a los diferentes actores del desarrollo 
urbanístico, que  ésta más allá de ser una carga para el privado es una oportunidad para el desarrollo 
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